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Entrampa-
dos con las pró-
ximas eleccio-
nes presidencial
y parlamenta-
ria, y en infini-
dad de proble-
m a s i n t e r n o s
que hemos ge-
nerado por ma-
las políticas, de-
jamos de perci-
bir problemas y debates externos
que nos afectan directamente. En
estos momentos, y fuera de nues-
tras fronteras, se está desarro-
llando una gran batalla oceánica
que afecta directamente nuestro
futuro.

En Jamaica, isla del Caribe fa-
m o s a p o r s u s
playas, y que pa-
ra los viejos qui-
zás nos recuerda
a Harry Belafon-
te, se desarrolla
otro enfrenta-
miento de los Es-
t a d o s U n i d o s
contra el mundo.
A l l í t i e n e s u
asiento la AIFM,
Autoridad Inter-
nacional de los
Fondos Marinos,
también conoci-
da como ISA, por
su nombre en in-
glés. Este orga-
nismo deriva de
la Convemar, Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar. El tema principal es la ex-
plotación minera de los fondos
marinos en todos los océanos, y
aún no se logra acordar un Código
que los proteja de ser devastados
por los más fuertes.

En dichos fondos existen ex-
tensos yacimientos de nódulos
polimetálicos que contienen co-
bre, níquel, cobalto, manganeso
y tierras raras en cantidades tan
amplias que afectarán las actua-
les explotaciones terrestres. Se

ubican en aguas nacionales chile-
nas y de numerosos países y, so-
bre todo, en los inmensos espa-
cios internacionales. Y ya existe
la tecnología y la capacidad fi-
nanciera para explotarlos. El de-
sarrollo de las tecnologías elec-
trónicas y de los vehículos eléc-
tricos se traduce en una demanda
creciente por estos metales, al
punto que quienes controlen sus
explotaciones tendrán un arma
poderosísima para controlar al
resto del mundo.

Pero el problema principal
viene en estos momentos de Esta-
dos Unidos, que no es miembro
de la Convemar ni de la AIFM, y
que pretende establecer un orden
paralelo en los océanos interna-

cionales a la me-
dida de sus inte-
reses en este te-
ma, afectando
gravemente al
planeta entero.
Ya Trump orde-
nó agilizar los
permisos para
poner en mar-
cha explotacio-
nes en aguas na-
cionales e inter-
n a c i o n a l e s , y
existen compa-
ñías dispuestas
a iniciarlas.

En Chile no
hemos sido ca-
paces de desa-

rrollar una proyección sobre
nuestro océano y ahora debere-
mos custodiar también nuestros
fondos marinos. En primer lugar,
alcanzar un pronto acuerdo in-
ternacional para regular esta ac-
tividad, en lo que no estamos so-
los. Y tengamos presente que lo
que suceda con los océanos re-
percutirá también en la Antárti-
ca. El desafío nos obliga a supe-
rarnos tanto en imaginación co-
mo en capacidad de acción.
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Fondos marinos 
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Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Adolfo Ibáñez

La situación que está viviendo la familia de Ale-
jandro Correa, empresario asesinado en 2020
por denunciar al responsable de la usurpación de
un terreno de su propiedad en Quilpué, es reve-

ladora del poco apego que existe en algunos sectores polí-
ticos a los principios que fundan el Estado de derecho. No
hay disputa respecto de que esa propiedad fue ocupada
ilegalmente. Por eso, en junio de 2021, la Seremi de Vi-
vienda y Urbanismo dictó una ordenanza al Serviu para
que este demoliera las instalaciones construidas en el lu-
gar, pero ello nunca se concretó. Fue el inicio de un largo
calvario burocrático para la
familia Correa, la que final-
mente interpuso un recurso
de protección ante la Corte
de Valparaíso, para conse-
guir que la orden de demoli-
ción se ejecutara. La Corte
acogió el recurso hace un año y aun así la sentencia sigue
sin cumplirse. Más aún, en estos días la Seremi emitió una
declaración en la que —citando un protocolo de derechos
humanos de la Corte Suprema— afirma que, para demo-
ler, se debe desalojar antes a los ocupantes y que ello sería
responsabilidad de la propia familia Correa. 

La situación es incomprensible. Desde luego, involu-
cra una revictimización para quienes, en lugar de ver sus
derechos resguardados por el Estado, se enfrentan a un
aparato público empeñado en eludir sus responsabilida-
des más básicas. En un caso como este, la Seremi está in-
terpelada como parte del aparato estatal y lo mínimo que
cabe esperar es que coordine eficazmente las acciones ne-

cesarias para cumplir lo que le ha ordenado la Corte. En
vez de eso, quizás para evitar los costos políticos que pue-
da significar la demolición, la autoridad se concentra en
hallar argucias que justifiquen su inacción. 

Son estas actuaciones las que hacen dudar del com-
promiso con el Estado de derecho. Si frente a fallos categó-
ricos de la justicia se sigue intentando escabullirlos, esta-
mos ante un problema mayor. Para que la vida en común
pueda desarrollarse en armonía, es indispensable que las
reglas que una comunidad política se ha dado, y las resolu-
ciones de un poder del Estado independiente, se cumplan

y se hagan cumplir satisfac-
toriamente. En caso contra-
rio, se instalan la incivilidad
y la anomia. Y cuando eso
ocurre, la posibilidad de que
el orden político decaiga es
elevada, perjudicando el

buen funcionamiento de la democracia y la economía. En
Chile, ya la confianza en las instituciones estatales, inclui-
dos los servicios públicos y los tribunales, se encuentra
muy debilitada; de hecho, se ubican en último lugar en es-
ta dimensión entre los países de la OCDE, a bastante dis-
tancia del promedio. En un cuadro así, emergen incerti-
dumbres e inseguridades que también son perjudiciales
para la convivencia. Por eso, no se pueden aceptar las de-
claraciones de las autoridades regionales del Ministerio de
Vivienda y Urbanismo. El caso requiere de pronuncia-
mientos y acciones por parte de las más altas autoridades
del país. Recaerá sobre ellas la responsabilidad por las
eventuales consecuencias de estas maniobras dilatorias.

El caso de la toma en Quilpué requiere de

pronunciamientos y acciones por parte de las

más altas autoridades del país.

Estado de derecho en entredicho

“Para nada”, fue la respuesta del candidato
presidencial del Partido de la Gente, Fran-
co Parisi, cuando se le preguntó hace unos
días si descartaba un nuevo retiro de fon-

dos previsionales. Esto, luego de que se anunciara la in-
corporación al partido (y el apoyo a su candidatura) de la
diputada Pamela Jiles, quien hizo de los retiros del 10% su
bandera durante la pandemia. Ahora, la alianza de ambos
no solo revela una convergencia estratégica, sino también
una reactivación de la política de la gratificación inmedia-
ta —sin considerar sus efectos de largo plazo para el
país— que alcanzara un mo-
mento cúlmine precisamen-
te en los días de la emergen-
cia sanitaria. En el actual
contexto, no cabe descartar
que la dupla Parisi-Jiles intente hacer de este tema un ins-
trumento de campaña. La existencia de distintos proyec-
tos en el Congreso que proponen autorizar nuevos retiros
—incluido uno de la propia Jiles y otro, de un exdiputado
del PdG, que permitiría un “autopréstamo” utilizando los
fondos previsionales— hace anticipable aquello.

En el caso de Parisi, ha construido su carrera política
apelando al descontento ciudadano. Su irrupción en 2013
y, especialmente, su sorprendente tercer lugar en 2021, se
basaron en un estilo de campaña virtual que evitó deba-
tes y priorizó la conexión directa con quienes se sienten
marginados del sistema político. Ya entonces Parisi apo-
yó los retiros como una medida “pro-gente”, desestiman-
do las advertencias sobre el daño que implicaban para las

pensiones futuras y la estabilidad macroeconómica. 
En cuanto a Jiles, logró instalarse durante la pande-

mia en el centro de la escena pública impulsando sucesi-
vos retiros de fondos, acompañados de un estilo mediáti-
co que convirtió cada votación en un espectáculo. La po-
pularidad cosechada le permitió reelegirse con facilidad
y transformarse, durante la actual legislatura, en un voto
clave dentro de una fragmentada Cámara de Diputados.
Ahora, su alineamiento con Parisi consolida una pro-
puesta electoral basada en emociones de corto plazo.

El riesgo de este tipo de promesas es evidente. Los
retiros anteriores no solo va-
ciaron las cuentas indivi-
duales, sino que presiona-
ron la inflación, encarecie-
ron el crédito y obligaron al

Estado a incrementar el gasto fiscal para compensar los
daños al sistema previsional. Aún hoy los chilenos pagan
sus consecuencias, evidenciadas, por ejemplo, en las difi-
cultades para acceder a un préstamo hipotecario.

Clave en impedir el regreso de esa política será la acti-
tud del resto de los congresistas. No debe olvidarse que si
los retiros prosperaron, fue porque una mayoría transver-
sal de parlamentarios los aprobó, incluida una centroiz-
quierda sumida en la irresponsabilidad y una parte de la
centroderecha en la que el miedo a pagar costos políticos
fue mayor que su lealtad al gobierno del Presidente Piñera.
Hoy, todo eso parece haber quedado atrás, pero la expe-
riencia vivida entonces dio cuenta de la facilidad con que
un país puede dejarse llevar en una espiral de demagogia.

Es probable que la dupla Parisi-Jiles haga del

tema una herramienta de campaña.

Otra vez los retiros

Quisiera hablar desde lo metafísico
y tratar de elevar la mirada a un plano
más trascendente.
Sin embargo, los
hechos que obser-
vamos a diario me
están dificultando
la tarea de salir del
debate político y,
con este, del plano
material por exce-
lencia. 

La frase del año,
en ese sentido, para
mí ha s ido la del
a n a l i s t a D a n i e l
Mansuy , cuando
aseguró que el problema es que se “está
desquiciando el debate”. Con eso, se re-
fería a que todos podemos cambiar,

aprender, incluso darnos vueltas de
carnero. Pero hay algo que vuelve loco a

cualquiera cuando se
está en medio de una
discusión: que el otro
no asuma que dijo lo
que dijo o hizo lo que
hizo, cuando hay evi-
dencia física (fotos,
videos, escritos, etc.)
de ese actuar. Sin ese
mínimo, el debate se
desquicia. Y el diálo-
go ya no es de sordos,
sino de locos, porque
“a lo que no hay dere-
cho es a no hacerse

cargo de su propia trayectoria”.
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Debate desquiciado

ANASTASIA

E N F O Q U E S  I N T E R N A C I O N A L E S

Proyectos similares para una nueva etapa
El martes se desarrollará el último

debate presidencial, al que Quiroga no
se presentaría porque es el cierre de su
campaña, un día antes de la veda elec-
toral. La discusión será un contrapunto
entre las ideas de Doria Medina (que
comparte Quiroga) sobre liberalizar la
economía, y los representantes de la iz-
quierda, que quieren mantener el con-
trol estatal de sectores “estratégicos” y
de los recursos naturales. También
participará Rodrigo Paz Pereira, aspi-
rante que disputa el tercer lugar con
Reyes Villa y con Andrónico Rodrí-
guez, antiguo aliado de Evo.

El viernes pasado, por primera vez,
Quiroga superó a Doria en una encues-
ta del diario El Deber, de Santa Cruz,
obteniendo 24,45 por ciento frente al
23,64 por ciento del empresario, dife-
rencia dentro del margen de error. El
expresidente (2001-2002), un feroz
opositor de Evo y Arce, es un firme
partidario de un “cambio radical”, y di-
ce que para “recuperar 20 años perdi-
dos” se deben “modificar todas las le-
yes que desincentiven capitales para el

sector energético”. Para atacar la crisis
económica, anuncia que aplicará un
plan de austeridad y un severo ajuste
para cerrar el déficit y estabilizar las fi-
nanzas fiscales.

En la misma línea, Doria Medina
propone “desmantelar el modelo del
MAS” con reformas constitucionales
que permitan la inversión extranjera.
Su idea es “hacer cambios profundos
para salir del estatismo y tener una eco-
nomía capitalista, competitiva, abierta
al mundo”. En sus primeros 100 días
buscaría “atajar la crisis con rapidez”
—a la manera de Javier Milei, ha di-
cho—, partiendo por eliminar los sub-
sidios a los combustibles, que en 2024
demandaron tres mil millones de dóla-
res (la bencina en Bolivia cuesta 0,30
dólares el litro). Dice que no les teme a
protestas similares a las de 2010, que
obligaron a Evo a revertir esa decisión.
Otra medida clave para controlar el dé-
ficit, dice Doria, es cerrar ciertas indus-
trias creadas por el MAS, “inversiones
irracionales”, como un complejo azu-
carero en una región en la que no hay

caña y fundiciones sin mercados para
sus productos.

Arce, como ministro de Economía
de Evo y luego Presidente, pretendía
“industrializar, transformar y generar
valor agregado”, para evitar que “los
extranjeros se lleven recursos y nos de-
jen migajas”. Deseos que terminaron
en fracaso, como la estrategia del litio.
Con una de las mayores reservas mun-
diales del mineral, Bolivia no ha podi-
do hacer casi nada con ellas. Acuerdos
con empresas chinas y rusas están em-
pantanados en el Congreso, por su-
puestas irregularidades en las licitacio-
nes y molestia de las comunidades in-
dígenas por no ser consultadas. Mora-
les había declarado en 2010 la
“soberanía del litio”, la cual suponía
hacer inversiones para fabricar baterías
y hasta autos eléctricos. Nada de eso se
hizo, por mala gestión, incapacidad
profesional, científica y técnica, e invia-
bilidad de los proyectos, entre otras ra-
zones, por lejanía geográfica. Hoy exis-
te solo una planta estatal del mineral,
con una producción muy limitada.

Si bien no se conocerá el ganador
hasta el balotaje de octubre, las encues-
tas indican que la competencia está
centrada en dos figuras de amplia tra-
yectoria, Jorge “Tuto” Quiroga y Sa-
muel Doria Medina, quienes compar-
ten el objetivo de hacer cambios pro-
fundos al fracasado “modelo social
económico comunitario productivo”
implementado por el MAS con Evo
Morales y Luis Arce, responsable de la
grave crisis que agobia a los bolivia-
nos. El candidato oficialista, Eduardo
del Castillo, apenas marca en las en-
cuestas.

Mientras Arce, Evo y Del Castillo in-
tentan defender los logros de sus go-
biernos, la realidad muestra decepcio-
nantes resultados. La nacionalización
de los hidrocarburos en 2006 trajo un
boom económico gracias a los altos pre-
cios de la década posterior, pero cuan-

do cayeron vino la debacle. Sin nuevas
inversiones en explotación ni en ex-
ploración, el gas se agotó en los pozos
y las exportaciones ya no pudieron pa-
gar los enormes gastos comprometi-
dos. Bolivia pasó de exportador de gas
a importador de combustibles. Las re-
servas del Banco Central se acaban
(165 millones de dólares en abril), el
déficit fiscal aumenta (10% del PIB), la
inflación se dispara (17% acumulada
en 2025) y la escasez de dólares impi-
de importar alimentos, combustibles y
medicinas. Mientras, la Asamblea Le-
gislativa demora en aprobar créditos
para financiar los gastos. La disputa
entre Arce y Evo por la candidatura
del MAS, infructuosa (ninguno de los
dos fue el abanderado), terminó en la
fractura del partido, y en bloqueos en
el Congreso y en los caminos por los
partidarios del líder cocalero. Las pro-

testas y el malestar aumentan. 
Este cuadro puede explicar por qué

las encuestas pronostican una segun-
da vuelta reñida entre dos opositores y
no una que enfrente, como en ocasio-
nes anteriores, al gobierno socialista
con la oposición. Aunque hay varios
candidatos de la izquierda, son los que
defienden el libre mercado los que es-
tán siendo favorecidos por los votan-
tes. A Quiroga y Doria se suma Man-
fred Reyes Villa, otro opositor que
propugna un cambio de modelo eco-
nómico y la defensa de la democracia.
Los tres firmaron en junio un “Acuer-
do por el bien común de Bolivia”, en el
que reconocen que la “única salida pa-
cífica y democrática (a la crisis) son las
elecciones” rechazando “toda forma
de violencia, coerción política y blo-
queos” y cualquier intento por “alte-
rar la sucesión legal de autoridades”. 

¿Cambios radicales en Bolivia?
Las elecciones del próximo domingo en Bolivia prometen ser el inicio de un nuevo ciclo político,
con los candidatos de oposición liderando las preferencias del electorado. Los 20 años de dominio
del Movimiento al Socialismo parecen llegar a su fin.

D O S  C O N T R I B U Y E N T E S

-¡Pero cómo ha aumentado la administración pública!

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

11/08/2025
  $2.795.596
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      13,59%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
0

Pág: 3


